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Ilmo. Sr. Secretario dI;! la Comisión Nacional Evaluadora de la Actividad
Investigadora.

•
Madrid, 19 de abril de 1994.-El Presidente de la Comisióu Nacional,

Roberto Fernández de Caleya y Alvarez.

Esta Presidencia ha resuelto dar publicidad a la misma para general
conocimiento.

RESOLUCION de 19 de abril de 1994, de In. Preside'llda
de la Comisión Nacional Evaluadora de la Actividad Inves­
tigadora, por la que se hace pública la sentencia ai.ctada
por la Sala de lo Contencios~Administrativodel Tribunal
Superior de Justicia de Madrid, en el recurso contencio­
so-administrativo número 852/1991, interpuesto por don
José Grau Estévez.

9782

Ilmo. Sr. Secretario de la Comisión Nacional Evaluadora de la Actividad
Investigadora.

Madrid, 19 de abril de 1.994.-El Presidente de la Comisión Nacional,
Roberto Fernández de Caleya y Alvarez.

Dispuesto por Orden de 23 de marzo de 1994, el cumplimiento de
la citada Sentencia en sus propios términos.

Esta Presidencia ha resuelto dar publicidad a la misma para general
conocimiento.

En el recurso contencioso-administrativo número 852/1991, seguido
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid, interpuesto por don José Grau Estévez, contra la Admi­
nistración del Estado sobre la evaluación negativa de distintos tramos
de investigación del recurrente, ha recaído sentencia el 27 de octubre
de 1993, cuyo fallo es el siguiente:

RESOLU(:[ON de 19 de abril de 1994, de la Presidencia
de la Comisión Nacional Evaluadora de laActividad Inves­
tigadora, por la que se hace pública la sentencia dictada
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superio:t" de Justicia de Madrid, en el recurso contencio­
so-administrativo número 1.918/1991, interpuesto por don
José Luis L·'l·ncho Alonso y otros.

Madrid, 19 de abril de 1994.-El Presidente de la Comisión Nacional,
Roberto Fernández de Calf~yay Alvarez.

En el recurso contencioso-administrativo número 1.918/1991, seguido
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid, interpuesto por don José Luis Lancho Alonso Y otros,
contra la Administración del Estado sobre la evaluación negativa de dis­
tintos tramos de investigación dél recurrente, ha recaído sentencia el 3
de diciembre de 1993, cuyo fallo es el siguiente:

.Que estimando en parte el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por la Procurad0ra. señora Garrido Entrena, en representación de
don José Luis Lancho Alonso, doña María José Moreno Díaz, don Gabriel
Bernal Valls, don Antonio Raya Romero, don Luis Jiménez Reina y don
José Mariano Ruiz de Alroodóvar Rivera, contra los Acuerdos de la Comi­
sión Nacional Evaluadora de· la Actividad Investigadora de fecha 23 de
noviembre de 1990, que valoraron negativamente los tramos solicitados
por los recurrentes, así como frente a las resoluciones de la Secretaría
de Estado de Universidades e Investigación que desestimaron los recursos
de alzada deducidos contra dicho Acuerdo, debemos declarar y declararnos
las mencionadas resoluciones disconformes con el Ordenamiento Jurídico,
anulándolas en cuanto a la valoración negativa que determinan y con­
firmándolas en cuanto a ia evaluación positiva que, en su caso, contienen.

En consecuencia, ordtmamos la retroacción de las actuaciones admi­
nistrativas al trámite en que se produjo la infracción determinante de
la nulidad a fin de que por la Comisión Nacional Evaluadora se proceda
a valorar de nuevo los tramos solicitados por los interesados y que fueron
evaluados negativamente, razonando:y motivando la decisión que se adopte
conforme a los principios y criterios sentados en la Orden de 5 de febrero
de 1990; todo ello, sin hacer expresa imposición de las costas procesales
causadas.~

Dispuesto por Orden de 23 de marzo de 1994, el cumplimiento de
la citada sentencia en sus propios términos.

9784-

RESOLUCION de 19 de abril de 1994, de la Presidencia
de la Comisión Nacional Evaluadora de la Actividad Inves­
tigadora., por la que se hace pública la sentencia dictada·
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid, en el recurso contencio­
so-administrativo número 1.619/1991, interpuesto por don
Alejandro Mira Monerr'ÍS.

.Estimando parcialmente el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por don José Grau Estévez contra la Resolución de fecha 23 de
noviembre de 1990 de la Comisión Nacional Evaluadora de la Actividad
Investigadora qu~ evaluó negativamente los tramos 1 y 2 solicitados por
el interesado, y contra la Resolución de la Secretaría de Estado de Uni­
versidades e Investigación de 12 de marzo de 1992, que desestimó el recurso
de alzada, debemos anular y anulamos las citadas Resoluciones por ser
contrarias al Ordenamiento Jurídico en lo relativo a la mencionada valo­
ración negativa, confirmándolas en cuanto a la valoración positiva que
contienen, reponiendo las actuaciones administrativas al trámite en que
se produjo la infracción a fin de que la indicada Comisión Nacional proceda
a evaluar nuevamente los tramos objeto del recurso, razonando y moti­
vando adecuadamente la decisión que adopte con arreglo a los criterios
y principios establecidos en la propia Orden de 5 de febrero de 1990;
sin hacer imposición de costas.~

9783

Ilmo. Sr. Secretario de la Comisión Nacional Evaluadora de la Act.ividad
Investigadora.

«Estimar parcialmente el recurso, anulando las resoluciones impug­
nadas, desestimando las pretensiones en lo relativo a la evaluación positiva
para los tramos detallados; sin expresa condena en costas a ninguna de
las partes.~

En el recurso contencirJso-administrativo número 1.652/1991, seg¡üdo
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Andalucía, con sede en Málaga, interpuesto por doña Blanca
Díez Carretas y otros, centra la Administración del Estado sobre la eva­
luación negativa de distüttos tramos de investigación del recurrente, ha
recaído sentencia el21 de julio de 1993, cuyo fallo es el siguiente:

En el recurso contencioso-administrativo número 1.619/1991, seguido
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid, interpuesto por don Alejandro Mira Monerris, contra
la Administración del Estado sobre la evaluación negativa de distintos
tramos de investigación del recurrente, ha recaído sentencia el 29 de octu­
bre de 1993, cuyo fallo es el siguiente:

.Estimando parcialmente el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por don Alejandro Mira Monerris contra la resolución de fecha
22 de noviembre de 1990 de la Comisión Nacional Evaluadora de la Acti­
vidad Investigadora que evaluó negativamente la actividad desarrollada
por el interesado en el primer, segundo y teréer tramo, y contra la reso­
lución de la Secretaría de Estado de Universidades e Investigación de
27 de enero de 1992, que desestimó el recurso de alzada formulado frente
a aquélla, debemos anular y anulamos las citadas resoluciones por ser
contrarias al ordenamiento jurídico, reponiendo las actuaciones adminis­
trativas al trámite en que se produjo la infracción a fin de que por la
indicada Comisión Nacional proceda a evaluar nuevamente la actividad
investigadora del demandante, razonando y motivando adecuadamente la
decisión que adopte con arreglo a los criterios y principios establecidos
en la Orden de 5 de febrero de 1990; sin hacer imposición de costas...

Di~puesto por Orden de 23 de marzo de 1994 el cumplimiento de la
citada sentencia en sus propios términos.

9785 RESOLUCION de 19 de abril de 1994, de la Presidencia
de la Comi.sión Nacional Evaluadora de la Actividad Inves­
tigadora, por la que se hace pública la sentencia dictada
por la Sala, de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, con sede en .Málaga,
en el recurso contencioso-administrativo número
1.652/19.91, interpuesto por doña Blanca Díez Carretas.
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Dispuesto por Orden de 23 de marzo de 1994 el cumplimiento de la
citada sentencf en sus propios términos.

Esta Presidencia ha resuelto dar publicidad a la misma para general
conocimiento.

Madrid, 19 de abril de 1994.-El Presidente d.-; la Comisión Nacional,
Robert.o Fernández de Caleya y Alvarez.

Ilmo. Sr. Secretario de la Comisión Nacional Evaluadora de la Actividad
Investigadora.

proceda a evaluar nuevamente los tramos objeto del recurso, razonando
y motivando adecuadamente la decisión que adopte con arreglo a los cri­
terios y principios establecidos en la Orden de 5 de febrero de 1990; sin
hacer imposición de costas•.

Dispuesto por Orden de 23 de marzo de 1994, el cumplimiento de
la citada Sentencia en sus propios términos.

Esta Presidencia ha resuelto dar publicidad a la misma para general
conocimiento.

Madrid, 19 de abril de 1994.-El Presidente de la Comisión Nacional,
Roberto Femández de Caleya y Alvarez.

9786 RESOLUClON de 19 de abril de 1994, de la Presidencúz
de la Comisión Nacional Evaluadora de laActividad Inves­
tigadora, por la que se hace pública la sentencia dictada
por la Sala de lo Contencioso-Aar;;,inistrativo del1'ribunal
Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, en el
recurso contencioso-administrut'ivo número 2.149;1992,
interpuesto por don Alberto Pérez Vivó.

nmo. Sr. Secretario de la Comisión Nacional Evaluadora de la Actividad
Investigadora.

MINISTERIO
DE TRABAJO YSEGURIDAD SOCIAL

Visto el texto del 1 Convenio Colectivo de Empresas de Enseñanza
Privada sostenidas total o parcialmente con fondos públicos (número de
código 9908725), que fue suscrito con fecha 23 de marzo de 1994, de
una parte por la Confederación de Centros de Educación y Gestión .E
y G. Servicios Educativos de Catalunya y Confederación Española de Cen­
tros de Enseñanza .CESE. en representación de las Empresas del Sector
y de otra, por las Centrales Sindicales FETE-UGT, FSIE, USO y ELA-8TV,
en representación de los trabajadores del mismo y de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 90, apartados 2 y 3 de la Ley 8/1980, de 10
de marzo, del Estatuto de los Trabajadores y en el Real Decreto 1040/1981,
de 22 de mayo, sobre registro y depósito de Convenios Colectivos de
Trabajo,

Esta Dirección General de Trabajo acuerda:

En el recurso contencioso-administrativo número 2.149/1992, seguido
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de la Comunidad Valenciana, interpuesto por don Alberto Pérez
Vivó, contra la Administración del Estado sobre la evaluación negativa
de distintos tramos de investigación del recurrente, ha recaído sentencia
el 10 de febrero de 1994, cuyo fallo es el siguiente:

.Primero.-Rechazamos la causa de inadmisibilidad postulada por la
Administración demandada. .

Segundo.-Estimamos en parte el recurso interpuesto por la Procura­
dora doña Concepción Ramallo Giménez, en nombre de don Alberto Pérez
Vivó, contra la Resolución del Secretario de Estado de Universidades e
Investigación de 16 de marzo de 1992, por la que se desestimó el recurso
de alzada formulado contra la Resolución de la Comisión Nacional Eva­
luadora de la Actividad Investigadora de 18 de junio de 1991, las que
declaramos contrarias á Derecho y anulamos, dejándolas sin efecto.

Tercero.-No hacemos expresa imposición de costas.•

Dispuesto por Orden de 23 de marzo de 1994, el cumplimiento de
la citada sentencia en sus propios términos.

Esta Presidencia ha resuelto dar publicidad a la misma para general
conocimiento.

Madrid, 19 de abril de 1994.-El Presidente de la Comisión Nacional,
Roberto Femández de Caleya y Alvarez.

nmo. Sr. Secretario de la Comisión Nacional Evaluadora de la Actividad
Investigadora.

9788 RESOLUClON de 13 de amI de 1994, de la Dirección Gene­
ral de Trabajo, por la que se dispone la inscripción en
el Registro y publicación del texto del I Convenio Colectivo
de Empresas de Enseñanza Privada sostenidas total o par­
cialmente con fondas PÚblicos (número de código 9908725).

9787 RESOLUClON de 19 de abril de 1994, de la Presidencúz
de la Comisión Nacional Evaluadora de la Actividad Inves­
tigadora por la que se hace pública la Sentencia dictada
por la Sala de lo Contencios~Administrativodel Tribunal
Superior de Justicia de Madrid, en el recurso cantencios~

administrativo número 2.092/1991, interpuesto por don
Pascual Tarín Remohi.

Primero.--ordenar la inscripción del citado Convenio Colectivo en el
correspondiente Registro de este Centro Directivo, con notificación a la
Comisión Negociadora.

Segundo.-Disponer su publicación en el .Boletín Oficial del Estado•.

Madrid, 13 de abril de 1994.-La Directora general, Soledad Córdova
Garrido.

1 CONVENIO COLEcnvo DE EMPRESAS DE ENSEÑANZA PRIVADA
SOSTENIDAS TOTAL O PARCIALMENTE CON FONDOS PUBLICOS

En el recurso contencioso-administrativo número 2.092/1991, seguido
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid, interpuesto por don Pascual Tarín Remohi contra la
Administración del Estado sobre la evaluación negativa de distintos tramos
de investigación del recurrente, ha recaído sentencia el 20· de octubre
de 1993, cuyo fallo es el siguiente:

•Estimando parcialmente el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por don Pascual Tarín Remohi contra la Resolución de fecha 23
de noviembre de 1990, de la Comisión Nacional Evaluadora de la Actividad
Investigaaora que evaluó negativamente los tramos 1.0 y 2.°, Y contra la
Resolución de la Secretaría de Estado de Universidades e Investigación
que estimó parcialmente el recurso de alzadade valorándole positivamente
el tramo 2.°, debemos anular y anulamos las citadas Resoluciones por
ser contrarias al Ordenamiento Jurídico en lo relativo a la menCionada
valoración negativa, confirmándolas en cuanto a ~a valoración positiva
que contienen, reponiendo las actuaciones administrativas al tr~ite en
que se produjo la infracción a (m de que la indicada Comisión Nacional

PREAMBULO

Las empresas educativas de enseñanza de titularidad privada de ini­
ciativa social, que reciben fondos públicos para su financiación total o
parcial, reúnen unas características específicas desde la implantación de
la LODE que las diferencian de cualquier tipo de empresas educativas
que no dependen para su funcionamiento· de la Ley de los Presupuestos
Generales del Estado o de las Leyes autonómicas de similar naturaleza.

Por ello, las organizaciones firmantes del Convenio han considerado
muy conveniente para este sector suscribir el mismo, con el fin de regular
las relaciones laborales en este tipo específico de empresas sin estar supe­
ditadas a la negociación de pactos o cláusulas que afecten a otro tipo
de empresas de enseñanza de naturaleza distinta y condiciones totalmente
diferentes.

En consecuencia las partes firmantes del presente Convenio, que ha
sido negociado al amparo de los artículos 82, 83.2 Y87.2 al 5 del Estatuto
de los Trabajadores, declaran su voluntad unívoca de dotarle de eficacia
general.


